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DOCUMENTO CON MECANISMOS DE EXIGIBILIDAD Y 

JUSTICIABILIDAD DE LOS DESCA 

 

Los Derechos Económicos, Sociales, Culturales y Ambientales son considerados todavía 

por muchas personas como conceptos retóricos, como declaraciones de buenas 

intenciones o de compromiso políticos, o bien como derechos menores o en formación, 

con valor aspiracional, a lo sumo. Estas opiniones niegan su valor jurídico y ponen en 

tela de juicio el valor indivisible de los Derechos Humanos, indivisibilidad consagrada 

en la Declaración y el Plan de Acción de Viena (1993). 

En tal sentido, considerando la importancia de difundir y promover la exigibilidad de los 

DESCA, el proyecto desarrollará un Documento en donde se expongan los principales 

mecanismos de exigibilidad y justiciabilidad de los DESCA existentes a nivel nacional e 

internacional, elaborado a partir la revisión de la principal bibliografía sobre exigibilidad 

y justiciabilidad de los DESCA, desarrollada tanto en el sistema interamericano como en 

el de la Organización de las Naciones Unidas. Igualmente se utilizarán otras fuentes de 

consulta generadas en el ámbito académico y por organizaciones de la sociedad civil. 

El documento estará organizado en torno a los siguientes rubros: 

1. Definiciones y discusión conceptual sobre exigibilidad y justiciabilidad 

 

1.1. Descripción de exigibilidad social y política. 

 

La exigibilidad social y política persigue la incidencia de los ciudadanos en los procesos 

de toma de decisiones para así lograr posicionar planteamientos en materia de DESCA 

en escenarios políticos, con el fin de que las preocupaciones de la sociedad civil se vean 

traducidos en leyes y en política social enfocados a garantizar los derechos de manera 

integral y universal.  

Dicha participación se encuentra protegida por una amplia gama de derechos humanos 

entre los que destacan el derecho a la información, el derecho de asociación y el derecho 

a la libertad de expresión. La jurisprudencia de la Corte Interamericana contiene diversos 

ejemplos de las obligaciones que tiene el Estado para fomentar la incidencia social en el 

proceso de toma de decisiones. 
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Por ejemplo, en el caso Castañeda Gutman vs México, la Corte se pronunció sobre el 

derecho de los ciudadanos a participar activamente en la dirección de los asuntos públicos 

mediante referendos, plebiscitos o consultas.1 Adicionalmente, en el caso Claude Reyes 

vs. Chile, la Corte consideró que el derecho a la libertad de expresión protege el derecho  

a solicitar acceso la información bajo el control del Estado.2 Este punto del derecho al 

acceso a la información pública cobra especial relevancia en situaciones que involucran 

potenciales violaciones al derecho a un medio ambiente sano. Con respecto a la libertad 

de asociación, en el caso Huilca se decidió que el Estado además de no interferir con su 

ejercicio, debe también prevenir atentados por parte de terceros contra ella y crear 

condiciones para su realización.3  

 

De lo anterior se desprende que la exigibilidad social y política, entendida como la 

incidencia social en la toma de decisiones por parte de las instituciones del Estado, 

constituye una vía extrajudicial para la exigibilidad de los DESCA. 

 

 

1.2. Definición de exigibilidad legal o justiciabilidad. 

 

Los Derechos Económicos, Sociales, Culturales y Ambientales (DESCA) forman parte 

esencial e inseparable del bloque de constitucionalidad tutelado por el artículo 1 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Por ello, su justiciabilidad 

constituye una obligación incondicional del Estado mexicano hacia su población y hacia 

la comunidad internacional.  

 

 

                                                      
1 Caso Castañeda Gutman vs. México, Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
2008, párr. 147.[ http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_184_esp.pdf ] 
2 Caso Claude Reyes y otros vs. Chile, Corte Interamericana de Derechos Humanos, 2006, 
párr. 73 citado en Parra Vera Óscar, Justiciabilidad de los derechos económicos, sociales 
y culturales ante el Sistema Interamericano, Comisión Nacional de Derechos Humanos, 
2011, p. 57 [http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_151_esp.pdf ] 
3 Caso Huilca Tecse vs Perú, Corte Interamericana de Derechos Humanos, 2005, párr.75 
[http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_121_esp.pdf ] 

http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_184_esp.pdf
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_151_esp.pdf
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_121_esp.pdf


 

3 
 

 

 

La justiciabilidad, también conocida como exigibilidad legal, se refiere a la posibilidad 

de reclamar ante un juez o tribunal el cumplimiento de por lo menos algunas de las 

obligaciones que constituyen el objeto del derecho.4 De ahí que la justiciabilidad sea el 

componente necesario entre el instrumento que consagra dicho derecho y su goce pleno. 

De esta forma, un interés únicamente calificará como derecho cuando exista un sistema 

efectivo para su defensa, de lo contrario dicho interés se verá reducido a una mera 

aspiración.5 

 

Todos los derechos humanos son universales, indivisibles e interdependientes entre sí6, 

de modo que algunos derechos tienen como precondición el cumplimiento de otros. En 

concreto, existe una relación de dependencia entre el cumplimiento de los DESCA y los 

Derechos Civiles y Políticos. Lo anterior puede identificarse, por ejemplo, en la relación 

del derecho a la salud con el derecho a la vida7, así como en la relación del derecho a la 

seguridad social8 y el derecho al trabajo9 --entre otros DESCA— con el derecho a la no 

discriminación. Sin embargo, desde la adopción de ambos pactos de Derechos Humanos,  

                                                      
4 Cfr. Abramovich Víctor y Courtis Christian, “Hacia la exigibilidad de los derechos 
económicos, sociales y culturales. Estándares internacionales y criterios de aplicación 
ante los tribunales locales.” En Carbonell Miguel et al (comp.), Derechos sociales y 
derechos de las minorías, 2ª ed., Porrúa, 2001, p.153 
5 Cfr. Holmes Stephen y Sunstein Cass, El costo de los derechos, Siglo XXI, 2011, p.35 
6 Declaración y Programa de Acción de Viena, 1993. [ 
http://www.ohchr.org/Documents/Events/OHCHR20/VDPA_booklet_Spanish.pdf ] 
7 Corte Suprema de Justicia de la Nación (Argentina), Fallo 323-1339, 2000: [ 
http://www.mpd.gov.ar/pdf/publicaciones/jurisprudencia/Jurisprudencia%20Civil.pdf] 
“El derecho a la vida, más que un derecho no enumerado en los términos del art. 33 de la 
Constitución Nacional, es un derecho implícito, ya que el ejercicio de los derechos 
reconocidos expresamente requiere necesariamente de él. A su vez, el derecho a la salud, 
máxime cuando se trata de enfermedades graves, está íntimamente relacionado con el 
primero y con el principio de la autonomía personal.” 
8 Zwaan-de Vries v. The Netherlands, Comunicación No. 182/1984, Comité de Derechos 
Humanos, 1987. [ http://www.cdh.uchile.cl/media/publicaciones/pdf/15/225.pdf ] 
9Opinión Consultiva OC-18/03, Condición jurídica y derechos de los migrantes 
indocumentados, Corte Interamericana de Derechos Humanos, 2003, 
p.134:[http://www.corteidh.or.cr/docs/opiniones/seriea_18_esp.pdf ]  
“Que la calidad migratoria de una persona no puede constituir una justificación para 
privarla del goce y ejercicio de sus derechos humanos, entre ellos los de carácter laboral. 
El migrante, al asumir una relación de trabajo, adquiere derechos por ser trabajador, que 
deben ser reconocidos y garantizados, independientemente de su situación regular o 
irregular en el Estado de empleo. Estos derechos son consecuencia de la relación laboral.” 

http://www.ohchr.org/Documents/Events/OHCHR20/VDPA_booklet_Spanish.pdf
http://www.mpd.gov.ar/pdf/publicaciones/jurisprudencia/Jurisprudencia%20Civil.pdf
http://www.cdh.uchile.cl/media/publicaciones/pdf/15/225.pdf
http://www.corteidh.or.cr/docs/opiniones/seriea_18_esp.pdf


 

4 
 

 

 

en 1966, ha existido una diferencia significativa entre la justiciabilidad de los Derechos 

Civiles y Políticos vis a vis los DESCA. Esto se debe a la aparente diferencia que suele 

argumentarse en las responsabilidades del Estado en el cumplimiento de ambos tipos de 

derechos, así como al impedimento económico de los países en desarrollo. 

 

Inicialmente, en las sesiones de trabajo y negociación de las que surgieron ambos pactos, 

se consideró la idea de adoptar un instrumento único que abarcara ambas categorías de 

derechos.10 En respuesta a ello, algunos países, principalmente occidentales, ejercieron 

presión política para que el proyecto se dividiera en dos11, lo que redundaría en grandes 

diferencias en la redacción de cada instrumento. Cabe señalar, por ejemplo, que Estados 

Unidos no es Estado Parte del Pacto relativo a DESCA.  

 

La división en dos grupos de derechos estuvo relacionada con la responsabilidad del 

Estado en el cumplimiento de sus obligaciones. La dicotomía de las obligaciones 

(positivas/negativas) parte del supuesto que los Derechos Civiles y Políticos imponen 

obligaciones negativas al Estado, las cuales se agotan al no intervenir en el ejercicio de 

dichas libertades por parte de los individuos.12 Por el contrario, los DESCA demandan 

acciones positivas destinadas a crear las condiciones necesarias para el goce efectivo de 

cada derecho. Garantizar la cobertura universal en servicios de salud y educación 

mediante el desarrollo de la infraestructura necesaria es un ejemplo del papel del Estado 

frente a estos derechos. De ahí que se argumente que los Derechos Civiles y Políticos no 

implican gasto público, mientras que los DESCA, sí.13 Dicha creencia, la cual tuvo 

profundos efectos no sólo en la redacción de ambos pactos, sino también en muchos 

tratados en materia de derechos humanos posteriores, ha llevado a salvaguardar  

                                                      
10 Asamblea General de las Naciones Unidas, Resolución 421, A/RES/421, 1950. 
[http://www.un.org/es/comun/docs/?symbol=A/RES/421(V) ]   
11 Cfr. Eide Asbjorn y Rosas Allan, Economic, Social And Cultural Rights, 2da ed., 

Martinus Nijhoff Publishers, La Haya, 2001, p.3 
12 Cfr. Abramovich Víctor y Courtis Christian, op. cit., p.141 
13 Cfr. Trilsch Mirja, Die Justiziabilität wirtschaftlicher, sozialer und kultureller Rechte 

im innerstaatlichen Recht, Springer, Heidelberg, 2012, p.12 

http://www.un.org/es/comun/docs/?symbol=A/RES/421(V)
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decididamente la protección inmediata de los derechos civiles y políticos, mientras que 

la de los DESCA ha pasado a un segundo plano.14  

 

A pesar de que dicha diferenciación entre derechos de “abstención” (civiles y políticos) 

y los “prestacionales” (DESCA) tuvo buenos resultados en la teoría, toda vez que fue el 

punto de partida para el estudio de la materia, actualmente resulta irrelevante e imprecisa 

por diferentes razones.15 La más evidente es que la realización de muchos derechos civiles 

y políticos requiere mucho más que la simple abstención del Estado. La existencia y 

mantenimiento de tribunales, creación de registros públicos y organización de procesos 

electorales son algunos ejemplos de acciones comunes a ambos grupos de derechos que 

requieren el uso de recursos públicos.16  

 

Es necesario romper con este paradigma y reorientar el análisis hacia la importancia de 

los DESCA, donde el papel del Estado no se reduzca exclusivamente a prestaciones y 

abstenciones. Por el contrario, debe impulsarse la identificación de las obligaciones 

estatales desde una visión que refuerce la interdependencia de ambos grupos de derechos. 

De esta forma, las obligaciones estatales en relación con los derechos humanos se 

identifican a partir de aquello que el Estado debe “promover, proteger, respetar y 

garantizar” y son aplicables para cada derecho en su integridad.17  

 

No obstante, aún existen impedimentos derivados del diseño de los mecanismos 

internacionales para la justiciabilidad de los DESCA. A continuación, se analizarán de  

                                                      
14 Cfr. Corte Constitucional (Colombia), Sentencia T-595/02, Magistrado ponente Dr. 
Manuel José Cepeda Espinosa, 2002. 
[http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2002/t-595-02.htm ] 
15Cfr. Organización de las Naciones Unidas, Economic, Social and Cultural Rights: 
Handbook for National Human Rights Institutions, Ginebra, 2005, p.4. En este mismo 
sentido, la Corte Constitucional colombiana en su sentencia T-760/08, 2015, se pronunció 
de manera similar: “Para la jurisprudencia constitucional, la clasificación de los derechos 
fundamentales constitucionales agrupándolos por generaciones debe tener una relevancia 
académica, más no jurídica o conceptual”. 
[http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2008/T-760-08.htm ] 
16 Abramovich Víctor y Courtis op. cit., p. 142. 
17 Hoof, G. van. "The Legal Nature of Economic, Social and Cultural Rights: A Rebuttal 
of Some Traditional Views", p. 99 citado en Ibidem, p.146. 

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2002/t-595-02.htm
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2008/T-760-08.htm
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manera breve dichos mecanismos y algunos de los obstáculos a superar para una 

justiciabilidad efectiva de estos derechos.  

 

2. Mecanismos nacionales e internacionales para la justiciabilidad de los DESCA 

2.1.  Internacionales 

 

2.1.1. ONU 

 

El Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, junto con su Protocolo 

Facultativo, son la piedra angular del Sistema de Naciones Unidas para la defensa de los 

DESCA.  Por un lado, el Pacto contiene el catálogo de estos derechos, mientras que el 

Protocolo Facultativo contempla tres mecanismos distintos para su protección; a saber, 

las comunicaciones entre Estados, las comunicaciones individuales o grupales y un 

procedimiento de investigación.18 Dicho Protocolo entró en vigor hasta hace apenas tres 

años, por lo que hasta antes de su entrada en vigor, los DESCA eran justiciables 

únicamente por su relación con otros derechos en procedimientos ante otros organismos.  

Por ejemplo, el Comité de Derechos Humanos en el caso Zwaan-de Vries interpretó el 

principio de no discriminación para hacer justiciable el derecho a la seguridad social.19 

Actualmente, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales puede conocer 

de un caso una vez agotados los recursos internos de la jurisdicción nacional. 

Desafortunadamente, México no ha siquiera firmado y mucho menos ratificado el 

Protocolo Facultativo. 

 

Es necesario recalcar que, desde su fundación, el Comité DESC ha tenido como una de 

sus principales atribuciones ser el órgano intérprete del tratado, lo que le ha permitido, 

por medio de sus observaciones generales, pronunciarse de manera clara y concreta sobre 

algunas disposiciones consideradas anteriormente ambiguas. Como ejemplo de esto,  

 

                                                      
18 Pacto Internacional de Derechos Económicos, sociales y culturales, 1966, artículos 2, 
10 y 11 
19 Zwaan-de Vries v. The Netherlands, Comunicación No. 182/1984, Comité de Derechos 
Humanos, 1987. [http://www.cdh.uchile.cl/media/publicaciones/pdf/15/225.pdf ] 

http://www.cdh.uchile.cl/media/publicaciones/pdf/15/225.pdf
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puede mencionarse su Observación General Núm. 3, en la que clarifica el contenido del 

principio de progresividad, así como el del principio de mínimo esencial.20 

 

2.1.2. Sistema Interamericano 

 

El Sistema Interamericano de Derechos Humanos tiene como pilares la Carta de la 

Organización de Estados Americanos y la Convención Americana de Derechos Humanos 

y, como órganos principales, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (la 

Comisión) y la Corte Interamericana de Derechos Humanos (la Corte).  

 

En materia de DESCA, es importante destacar que la Convención Americana únicamente 

hace referencia a la obligación de los Estados de adoptar medidas para lograr 

progresivamente la plena efectividad de los derechos que se derivan de las normas 

económicas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura, contenidas en la Carta de la 

OEA (artículo 26)21, sin establecer un catálogo de derechos, ni mucho menos definir su  

                                                      
20 Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales, Observación General. No. 3, 
E/C.12/GC/20, 1991, párr.9 [https://conf-
dts1.unog.ch/1%20SPA/Tradutek/Derechos_hum_Base/CESCR/00_1_obs_grales_Cte
%20Dchos%20Ec%20Soc%20Cult.html ] Con respecto al principio de progresividad el 
Comité sostuvo: “El concepto de progresiva efectividad constituye un reconocimiento del 
hecho de que la plena efectividad de todos los derechos económicos, sociales y culturales 
en general no podrá lograrse en un breve período de tiempo[…]Sin embargo, el hecho de 
que la efectividad a lo largo del tiempo, o en otras palabras progresivamente, se prevea 
en relación con el Pacto no se ha de interpretar equivocadamente como que priva a la 
obligación de todo contenido significativo.” (párr.9) 
Sobre el mínimo esencial: “el Comité es de la opinión de que corresponde a cada Estado 
Parte una obligación mínima de asegurar la satisfacción de por lo menos niveles 
esenciales de cada uno de los derechos. Así, por ejemplo, un Estado Parte en el que un 
número importante de individuos está privado de alimentos esenciales, de atención 
primaria de salud esencial, de abrigo y vivienda básicos o de las formas más básicas de 
enseñanza, prima facie no está cumpliendo sus obligaciones en virtud del Pacto. Si el 
Pacto se ha de interpretar de tal manera que no establezca una obligación mínima, 
carecería en gran medida de su razón de ser.” (párr.10) 
21 Artículo 26: Los Estados Partes se comprometen a adoptar providencias, tanto a nivel 
interno como mediante la cooperación internacional, especialmente económica y técnica, 
para lograr progresivamente la plena efectividad de los derechos que se derivan de las 
normas económicas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura, contenidas en la Carta 
de la Organización de los Estados Americanos, reformada por el Protocolo de Buenos 

https://conf-dts1.unog.ch/1%20SPA/Tradutek/Derechos_hum_Base/CESCR/00_1_obs_grales_Cte%20Dchos%20Ec%20Soc%20Cult.html
https://conf-dts1.unog.ch/1%20SPA/Tradutek/Derechos_hum_Base/CESCR/00_1_obs_grales_Cte%20Dchos%20Ec%20Soc%20Cult.html
https://conf-dts1.unog.ch/1%20SPA/Tradutek/Derechos_hum_Base/CESCR/00_1_obs_grales_Cte%20Dchos%20Ec%20Soc%20Cult.html
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contenido. Ante ello, años más tarde se adoptó un protocolo adicional a la Convención 

Americana en materia de DESC (el Protocolo de San Salvador). Dicho Protocolo 

consagra derechos como el derecho a la salud, el derecho a la seguridad social, el derecho 

a la alimentación, derecho a un medio ambiente sano, el derecho a la educación, entre 

otros.  

 

A pesar de dicho esfuerzo por reivindicar los DESCA dentro del contexto interamericano, 

el Protocolo de San Salvador únicamente otorga a la Corte competencia para conocer de 

violaciones al derecho a la educación (artículo 13) y al derecho a la libertad sindical 

(artículo 8.a).22 Esta ambigüedad al mencionar los DESCA, así como las restricciones 

para su justiciabilidad directa, originó que en numerosas ocasiones que estos derechos 

hayan sido exigibles únicamente por vía indirecta; es decir por vía de su relación con 

algún derecho civil y político. Ello queda claramente ejemplificado en diversos casos, 

como el de “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) vs. Guatemala, en el que la 

Corte se pronunció sobre la relación de dependencia entre el derecho a la vida con otros 

derechos.23 De manera aún más explícita, el mismo fenómeno quedó de manifiesto en el 

caso Comunidad Indígena Xákmok Kásek vs. Paraguay, en el que la Corte declaró 

violaciones a los derechos al agua, a la alimentación, a la salud y a la educación, al  

                                                      
Aires, en la medida de los recursos disponibles, por vía legislativa u otros medios 
apropiados.   
22  El artículo 19 fracción 6 establece: En el caso de que los derechos establecidos en el 
párrafo a) del artículo 8 y en el artículo 13 fuesen violados por una acción imputable 
directamente a un Estado Parte del presente Protocolo, tal situación podría dar lugar, 
mediante la participación de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, y 
cuando proceda de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, a la aplicación del 
sistema de peticiones individuales regulado por los artículos 44 a 51 y 61 a 69 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos. 
23 Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) vs. Guatemala (fondo), Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, 1999, p.144: “El derecho a la vida es un derecho 
humano fundamental, cuyo goce es un prerrequisito para el disfrute de todos los demás 
derechos humanos. De no ser respetado, todos los derechos carecen de sentido. […] el 
derecho fundamental a la vida comprende, no sólo el derecho de todo ser humano de no 
ser privado de la vida arbitrariamente, sino también el derecho a que no se le impida el 
acceso a las condiciones que le garanticen una existencia digna. Los Estados tienen la 
obligación de garantizar la creación de las condiciones que se requieran para que no se 
produzcan violaciones de ese derecho básico [...].”  
[ http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/Seriec_77_esp.pdf ] 

http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/Seriec_77_esp.pdf
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identificarlos como elementos constitutivos del derecho a la vida digna.24 Sin embargo, 

no fue sino hasta 2015 cuando la Corte, en el Caso Gonzales Lluy y otros vs. Ecuador, se 

pronunció de manera directa sobre el derecho a la educación25 

 

Con base en lo anterior, algunos jueces de la Corte Interamericana han propuesto apostar 

por una interpretación mucho más amplia o extensiva del artículo 26 de la Convención 

Americana, lo que permitiría avanzar decididamente hacia la adjudicación directa de los 

DESCA, pues permitiría a la Corte pronunciarse directamente sobre el contenido y 

extensión de dichos derechos.26  

 

Cabe mencionar que a diferencia del Sistema Europeo de Protección de Derechos 

Humanos, el cual reconoce a los individuos el derecho de acudir directamente a un órgano 

jurisdiccional (artículo 34 de la Convención Europea de Derechos del Hombre), dentro 

del Sistema Interamericano, únicamente la Comisión y los Estados Partes de la 

Convención Americana pueden presentar un caso ante la Corte (artículo 61 de la 

Convención Americana de Derechos Humanos). De esta manera, la Corte puede conocer 

de peticiones individuales únicamente cuando éstas hayan sido turnadas por la 

Comisión.27   

 

 

 

 

                                                      
24 Comunidad Indígena Xákmok Kásek vs. Paraguay (Fondo), Corte Interamericana De 
Derechos Humanos, 2010, párr.183 [ 
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_214_esp.pdf ] 
25 Caso Gonzales Lluy y otros vs. Ecuador, Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
2015. [ http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_298_esp.pdf ] 
26 Caso Suárez Peralta Vs. Ecuador (Voto concurrente juez Eduardo Ferrer Mac-Gregor 
Poisot), Corte Interamericana de Derechos Humanos, 2013; [ 
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_261_esp.pdf] Caso Furlan vs. 
Argentina (Voto concurrente de la jueza Margarette May Macaulay), Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, 2012.[ 
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_246_esp.pdf ] 
27 Convención Americana de Derechos Humanos, 1969, artículos 48-50.  

http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_214_esp.pdf
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_298_esp.pdf
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_261_esp.pdf
http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_246_esp.pdf
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2.2.  Nacionales 

 

A raíz de la reforma constitucional al artículo primero de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, en 2011, todos los mecanismos y recursos para la tutela de 

garantías y derechos tuvieron que adecuarse para tutelar un espectro legal mucho más 

amplio. A continuación, se explicarán las vías de justiciabilidad que en el plano nacional 

existen para hacer frente a este enorme reto.  

  

2.2.1. Amparo 

 

El amparo es el mecanismo para la tutela de derechos individuales consagrados 

constitucionalmente. A partir de la reforma constitucional en materia de derechos 

humanos del 2011, todos los derechos contenidos en tratados internacionales de los cuales 

México es Parte pasaron a ser materia justiciable por vía del amparo. También es 

importante mencionar que el amparo es procedente contra particulares en tanto ejerzan 

funciones del poder público. 28 

 

2.2.2. Acciones colectivas 

 

Las acciones colectivas son una herramienta puesta a disposición de la sociedad civil para 

demandar de manera conjunta el respeto de diversos derechos individuales de incidencia 

colectiva, entre los que destacan los derechos de consumidores, derechos relativos al 

medio ambiente sano y, en general, cualquier derecho vulnerado por la prestación de 

algún servicio público. 29 

 

Los sujetos con la capacidad de promover una acción colectiva son: el Estado en 

representación de una colectividad a través de la Procuraduría General de la República, 

la Procuraduría Federal de Protección al Consumidor (PROFECO), la Procuraduría  

                                                      
28 Medellín Urquiaga Ximena, Programa de Formación y Capacitación Profesional en 
Derechos Humanos, Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal, 2011, p. 38. 
29 Ginebra Serrabou Javier, Acciones colectivas: instructivo de uso, Centro de 
Investigación para el Desarrollo, 2013, p. 5. 
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Federal de Protección al Ambiente (PROFEPA), la Comisión Nacional para la Protección 

y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros (CONDUSEF) y la Comisión Federal 

de Competencia Económica (COFECE), así como asociaciones civiles e individuos 

organizados en un grupo de por lo menos 30 individuos. Por último, las acciones deben 

ser promovidas ante los jueces civiles federales que tengan competencia en función del 

domicilio de los afectados.30 

 

2.2.3. Justicia contenciosa administrativa 

 

En su Observación General Núm. 9, el Comité DESC aclaró que el dotar de recursos a 

las tareas administrativas como judiciales del Estado constituía una forma legítima de 

cumplir con las obligaciones del Pacto.31  

 

En nuestro país, la justicia contenciosa administrativa tiene como uno de sus objetivos 

velar por el respeto de los derechos humanos en el actuar de la administración pública en 

todas sus decisiones susceptibles de violentar algún derecho. Lo que se busca mediante 

esta vía de solución de controversias es que todos los actos de cualquier órgano de la 

administración pública se encuentren en conformidad con la ley.  

 

En el plano federal, la autoridad competente para conocer lo relativo a estos 

procedimientos es el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, mientras que 

en el plano local, las autoridades competentes son los Tribunales de lo Contencioso 

Administrativo. 

 

 

 

 

                                                      
30 Ibidem, p. 9. 
31 Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales, Observación General. Núm. 9, 
E/C.12/GC/20, 1998, párr.9. [ https://conf-
dts1.unog.ch/1%20SPA/Tradutek/Derechos_hum_Base/CESCR/00_1_obs_grales_Cte
%20Dchos%20Ec%20Soc%20Cult.html ] 

https://conf-dts1.unog.ch/1%20SPA/Tradutek/Derechos_hum_Base/CESCR/00_1_obs_grales_Cte%20Dchos%20Ec%20Soc%20Cult.html
https://conf-dts1.unog.ch/1%20SPA/Tradutek/Derechos_hum_Base/CESCR/00_1_obs_grales_Cte%20Dchos%20Ec%20Soc%20Cult.html
https://conf-dts1.unog.ch/1%20SPA/Tradutek/Derechos_hum_Base/CESCR/00_1_obs_grales_Cte%20Dchos%20Ec%20Soc%20Cult.html
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2.2.4.  Acciones de inconstitucionalidad 

 

Desde 2011, la Comisión Nacional de Derechos Humanos puede promover acciones de 

inconstitucionalidad ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación con el objetivo de 

plantear una supuesta contradicción entre alguna norma de carácter general y algún 

tratado internacional en materia de derechos humanos. 32 

 

 

 

                                                      
32 Medellín Urquiaga Ximena, op. cit., p. 43. 


